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N° 42576-MOPT-S 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 
Y EL MINISTRO DE SALUD

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 incisos 

3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 inciso

2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 2 de mayo

de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley

General de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 2 inciso b),

c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 08 de

noviembre de 1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso k) de

la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4

de octubre de 2012 y sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de

marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el

Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les

defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la

Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de

1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la

salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el

Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la

salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre

cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos

de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote de un nuevo

coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30

de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan
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de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha 

provocado fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son 

una amplia familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el 

resfriado común hasta enfermedades más graves, como ocurre con el 

coronavirus causante del síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que 

ocasiona el síndrome respiratorio agudo severo y el que provoca el COVID-19. 

IV. Que en razón de lo anterior, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha

activado diversos protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria

internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo de

impacto en la población que reside en Costa Rica.

V. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han

aumentado los casos debidamente confirmados.

VI. Que el 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la situación

de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia

internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e

internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer

frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren

constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud

tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el

extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,

se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de

Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad

COVID-19.

VIII. Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se trata

de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento, traslado y

permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho derecho

fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de movilizarse en un

medio de transporte particular. El núcleo duro de dicho derecho radica en

garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse libremente en el territorio

nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la opción de aplicar medidas

de restricción temporal para la conducción de un vehículo automotor durante un

horario determinado sin que ello constituya un quebranto o amenaza a la libertad

de tránsito.



IX. Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012,

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las vías

públicas terrestres de Costa Rica.

X. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad

Vial, estipula que “El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la

circulación vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés

público, regional o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se

establezca reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a

través de la Ley número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de Tránsito

por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el artículo 95

bis, el cual consigna que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en todas las vías

públicas nacionales o cantonales del territorio nacional, restricciones a la

circulación vehicular por razones de emergencia nacional decretada previamente.

La restricción de circulación vehicular se señalará vía decreto ejecutivo, indicando

las áreas o zonas, días u horas y las excepciones en las cuales se aplicará. (…)”.

XI. Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico

dispone como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la

Administración Pública y las personas administradas para el mejoramiento y

fortalecimiento de la función pública. En el presente caso, la restricción vehicular

es una acción derivada de ese régimen para atender y proteger un bien jurídico

preponderante como lo es la salud pública y con ello, el bienestar general, bajo

criterios objetivos, razonables y proporcionales.

XII. Que ante la situación epidemiológica actual por el COVID-19 en el territorio

nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a mantener los

esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas de

prevención por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características

del virus resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también en

personas sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento en el

avance del brote por COVID-19, provocando una eventual saturación de los

servicios de salud y la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas

personas que enfermen gravemente.



XIII. Que luego de realizar una análisis de la situación epidemiológica actual por

COVID-19 en el territorio nacional, el Poder Ejecutivo considera pertinente ajustar

las franjas horarias de la medida de la restricción vehicular diurna establecida el

Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020, como parte de

las acciones esenciales para mitigar los efectos del COVID-19 y así, procurar un

adecuado control de la presencia de dicha enfermedad en el territorio nacional,

ya que dicha medida permite disminuir la exposición de las personas a la

transmisión de dicha enfermedad. Adicionalmente, resulta oportuno reformar la

lista de excepciones contemplada en el artículo 5° del referido Decreto Ejecutivo,

a efectos de ajustarla al escenario respectivo que regirá a partir del 31 de agosto

de 2020 en la medida de la restricción vehicular citada. Finalmente, ante el deber

de resguardar la salud de la población y evitar la saturación de los servicios de

salud, en especial las unidades de cuidados intensivos, el Poder Ejecutivo debe

tomar acciones específicas para disminuir el aumento en la propagación del

COVID-19 y por ende, se procede a prorrogar la presente medida de mitigación.

Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42295-MOPT-S DEL 11 DE ABRIL DE 

2020, DENOMINADO  RESTRICCIÓN VEHICULAR DIURNA ANTE EL ESTADO DE 

EMERGENCIA NACIONAL EN TODO EL TERRITORIO COSTARRICENSE POR EL COVID-19 

ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

La presente reforma a la medida de restricción vehicular emitida en el Decreto Ejecutivo 

número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020, se realiza con el objetivo de fortalecer 

las acciones para mitigar la propagación y el daño a la salud pública ante los efectos del 

COVID-19. Asimismo, esta medida de ampliación se adopta como parte del estado de 

emergencia nacional declarado mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 

16 de marzo de 2020 y en procura del bienestar de todas las personas que radican en el 

territorio costarricense. 



ARTÍCULO 2°.-  Reforma al artículo 3°. 

Refórmese el artículo 3° del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 

2020, a efectos de que se modifique la franja horaria y consigne lo siguiente, en lo demás 

se mantiene invariable el artículo: 

“ARTÍCULO 3°.-  Regulación horaria de la restricción vehicular diurna durante 

los días lunes a viernes. 

Durante los días lunes a viernes, inclusive, y en el período comprendido entre las 

05:00 horas y las 21:59 horas, no se permitirá el tránsito vehicular en todo el 

territorio nacional según el número final (último dígito) de la placa de circulación 

vehicular o del permiso especial de circulación AGV, detallado a continuación 

(…).” 

ARTÍCULO 3°.- Reforma al artículo 4°. 

Refórmese el artículo 4° del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 

2020, a efectos de que se modifique la franja horaria y consigne lo siguiente, en lo demás 

se mantiene invariable el artículo: 

“Artículo 4°.- Regulación horaria de la restricción vehicular diurna durante los 
días sábado y domingo. 

Durante los días sábado y domingo y en el período comprendido entre las 05:00 
horas y las 19:59 horas, no se permitirá el tránsito vehicular en todo el territorio 
nacional según el número final (último dígito) de la placa de circulación vehicular 
o del permiso especial de circulación AGV y únicamente se podrá circular el día
correspondiente a efectos de trasladarse a los establecimientos con permiso
sanitario que el Ministerio de Salud habilite para su apertura durante los fines de
semana en la jornada citada en este artículo, conforme se detalla a continuación

(…)” 

ARTÍCULO 4°.- Reforma al artículo 5°. 

Refórmese el artículo 5° del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 

2020, a efectos de que se ajusten parcialmente los incisos consignados y en adelante se 

lean de la siguiente manera: 



“ARTÍCULO 5°.- Excepciones a la medida de restricción vehicular diurna. Se 
exceptúa de la restricción vehicular establecida en los artículos 3° y 4° de este Decreto 
Ejecutivo, a los siguientes casos: 

a) Los vehículos de transporte de mercancía o carga. Para el caso de los

vehículos de carga liviana (CL), se deberá demostrar la naturaleza de su

actividad mediante la constancia o carta respectiva.

b) Los vehículos de transporte público destinados al transporte remunerado de

personas en cualquiera de sus modalidades (autobús, buseta, microbús, taxi,

servicio especial estable de taxi), el servicio especial de trabajadores y

turismo, que cuenten con placa de servicio público, así como taxi de carga

autorizado por el Consejo de Transporte Público que cuente con el respectivo

permiso al día. Todos los anteriores estarán sujetos a las disposiciones

especiales establecidas por el Consejo de Transporte Público para la atención

de la situación sanitaria por COVID-19 con ocasión del presente Decreto

Ejecutivo.

c) La persona del sector público o privado, con jornada laboral comprendida o

que coincida con el día respectivo de restricción y/o con la franja horaria

establecida en el artículo 3° y/o el artículo 4°, sea por ingreso, salida o

necesidad de desplazamiento durante el horario laboral, debidamente

acreditada. Para el caso del ingreso o la salida de la jornada laboral, la

movilización podrá hacerse en vehículo particular, motocicleta particular o en

alguna de las modalidades consignadas en el inciso b) del presente artículo,

cualquiera de ellos debidamente demostrado.

d) Los vehículos que presten el servicio de abastecimiento de combustibles, de

recolección de basura, servicio de grúa o plataforma.

e) Los vehículos oficiales, de atención de emergencia, de los diferentes cuerpos

policiales para el ejercicio de sus labores respectivas, de soporte o

mantenimiento de operaciones o asistencia de servicios públicos, estos

últimos debidamente identificados.

f) Los vehículos del servicio de funeraria para la prestación exclusiva de dicha

actividad, vehículos para la prestación de servicios a domicilio o prestación

del servicio de vigilancia privada o transporte de valores, en este último se

incluye el soporte o asistencia técnica; todos debidamente demostrados.



g) Los vehículos particulares del personal de los servicios de emergencia, Cruz

Roja, Cuerpo de Bomberos de Costa Rica, Sistema de Emergencias 9-1-1 de

Costa Rica, CNE, CCSS, Ministerio de Salud, organismos internacionales, y de

aquellas instituciones que participen en la atención del estado de emergencia

nacional en torno al COVID-19 o para la atención de una emergencia propia

de sus labores, quienes deberán portar su respectivo uniforme o su carné

institucional de identificación.

h) Las personas jerarcas de los Supremos Poderes, para el ejercicio de sus

labores respectivas, debidamente identificados.

i) Los vehículos pertenecientes a las misiones internacionales, cuerpo

diplomático y cuerpo consular, para el ejercicio de sus labores respectivas,

debidamente acreditados.

j) El vehículo particular que, debido a una emergencia relacionada con la vida

o salud, requiera trasladarse a un establecimiento de salud o farmacéutico.

Así como con ocasión de una cita médica programada o para asistir a donar

sangre al Banco Nacional de Sangre o al hospital respectivo, en ambos casos

con el debido comprobante de la cita programada.

k) Los vehículos de personas con labores religiosas y sus colaboradores

estrictamente necesarios para la transmisión virtual de actividades religiosas

o para la atención de un acto religioso debido al fallecimiento de una

persona, debidamente demostrado.

l) Los vehículos conducidos o que transporten personas con discapacidad,

cuando dichos vehículos estén debidamente autorizados o se acredite la

discapacidad de la persona trasladada mediante la certificación de

discapacidad emitida por el CONAPDIS, la certificación de “invalidez” emitida

por la CCSS o la certificación de “incapacidad total permanente” emitida por

el INS.

m) Los vehículos de las personas que deban trasladarse estrictamente para

brindar soporte médico o cuido de personas en estado terminal, con

enfermedad grave o de asistencia a personas con discapacidad o personas

adultas mayores.

n) Los vehículos de las personas que requieran trasladarse estrictamente con

ocasión de una reservación a los hoteles, cabinas, establecimientos de

alojamiento habilitados por el Ministerio de Salud o cuando se trate de



hospedaje no tradicional e intermediación a través de plataformas digitales, 

sea para el ingreso o salida, debidamente demostrado con el comprobante 

de reservación correspondiente. 

o) Los vehículos de alquiler -“rent a car”-, con el debido comprobante, así como

los vehículos que brinden asistencia con ocasión de dicho servicio.

p) Los vehículos de las personas que estrictamente requieran trasladarse al

Aeropuerto Internacional Juan Santamaría para salir del país o para recoger

a una persona que ingrese al territorio nacional bajo los vuelos habilitados

para tal efecto, debidamente demostrado con el tiquete de vuelo personal o

de la persona correspondiente que se vaya a recoger.

q) Los vehículos de las personas que estrictamente requieran trasladarse a las

guarderías públicas, privadas o mixtas tuteladas por el Consejo de Atención

Integral o el Ministerio de Educación Pública, a efectos de dejar o recoger a

una persona menor de edad, con la debida carta de comprobación.”

ARTÍCULO 5°.- Reforma al artículo 11°. 

Refórmese el artículo 11° del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril 

de 2020, a efectos se modifique la fecha de aplicación y en adelante se lea de la siguiente 

manera: 

“ARTÍCULO 11°.- Plazo de aplicación de la presente medida. 

La medida de restricción vehicular diurna contemplada en el presente Decreto 
Ejecutivo, se aplicará a partir de las 05:00 horas del 13 de abril a las 21:59 horas 
del 30 de septiembre de 2020, inclusive. La vigencia de la presente medida será 
revisada y actualizada de conformidad con el comportamiento epidemiológico 
del COVID-19.” 

ARTÍCULO 6°.- Adición del Transitorio IV 

Refórmese el Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020, a 

efectos se adicione el Transitorio IV  y en adelante se consigne lo siguiente: 

“Transitorio IV.- Durante el período comprendido del 31 de agosto al 30 de 

septiembre de 2020, toda constancia laboral o todo documento de 



comprobación de la excepción a la presente medida de restricción vehicular 

mantendrá su validez según el contenido del artículo 5 de este Decreto Ejecutivo 

que estuvo vigente con anterioridad al 31 de agosto de 2020.” 

ARTÍCULO 7°.- Vigencia. 

El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de las 00:00 horas del 31 de agosto de 2020. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los veintisiete días del mes de agosto 

de dos mil veinte. 

      CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza 
y el Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez Mata.—1 vez.—
Solicitud N° 28/08.—( D42576 - IN2020479856 ). 



N° 42577-MOPT-S 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 
Y EL MINISTRO DE SALUD

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 incisos 

3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 inciso

2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 2 de mayo

de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley

General de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 2 inciso b),

c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 08 de

noviembre de 1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso k) de

la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4

de octubre de 2012 y sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de

marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el

Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les

defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la

Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de

1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la

salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el

Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la

salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre

cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos

de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote de un nuevo

coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30

de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan



de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha 

provocado fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son 

una amplia familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el 

resfriado común hasta enfermedades más graves, como ocurre con el 

coronavirus causante del síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que 

ocasiona el síndrome respiratorio agudo severo y el que provoca el COVID-19. 

IV. Que en razón de lo anterior, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha

activado diversos protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria

internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo de

impacto en la población que reside en Costa Rica.

V. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han

aumentado los casos debidamente confirmados.

VI. Que el 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la situación

de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia

internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e

internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer

frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren

constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud

tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el

extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,

se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de

Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad

COVID-19.

VIII. Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se trata

de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento, traslado y

permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho derecho

fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de movilizarse en un

medio de transporte particular. El núcleo duro de dicho derecho radica en

garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse libremente en el territorio

nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la opción de aplicar medidas

de restricción temporal para la conducción de un vehículo automotor durante un

horario determinado sin que ello constituya un quebranto o amenaza a la libertad

de tránsito.



IX. Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012,

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las vías

públicas terrestres de Costa Rica.

X. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad

Vial, estipula que “El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la

circulación vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés

público, regional o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se

establezca reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a

través de la Ley número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de Tránsito

por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el artículo 95

bis, el cual consigna que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en todas las vías

públicas nacionales o cantonales del territorio nacional, restricciones a la

circulación vehicular por razones de emergencia nacional decretada previamente.

La restricción de circulación vehicular se señalará vía decreto ejecutivo, indicando

las áreas o zonas, días u horas y las excepciones en las cuales se aplicará. (…)”.

XI. Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico

dispone como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la

Administración Pública y las personas administradas para el mejoramiento y

fortalecimiento de la función pública. En el presente caso, la restricción vehicular

es una acción derivada de ese régimen para atender y proteger un bien jurídico

preponderante como lo es la salud pública y con ello, el bienestar general, bajo

criterios objetivos, razonables y proporcionales.

XII. Que ante la situación epidemiológica actual por el COVID-19 en el territorio

nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a mantener los

esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas de

prevención por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características

del virus resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también en

personas sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento en el

avance del brote por COVID-19, provocando una eventual saturación de los

servicios de salud y la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas

personas que enfermen gravemente.



XIII. Que luego de realizar una análisis de la situación epidemiológica actual por

COVID-19 en el territorio nacional, el Poder Ejecutivo considera pertinente ajustar

las franjas horarias de la medida de la restricción vehicular nocturna establecida

el Decreto Ejecutivo número 42253-MOPT-S del 24 de marzo de 2020, como parte

de las acciones esenciales para mitigar los efectos del COVID-19 y así, procurar un

adecuado control de la presencia de dicha enfermedad en el territorio nacional,

ya que dicha medida permite disminuir la exposición de las personas a la

transmisión de dicha enfermedad. Adicionalmente, resulta oportuno reformar la

lista de excepciones contemplada en el artículo 4° del referido Decreto Ejecutivo,

a efectos de ajustarla al escenario respectivo que regirá a partir del 31 de agosto

de 2020 en la medida de la restricción vehicular citada. Ante el deber de

resguardar la salud de la población y evitar la saturación de los servicios de salud,

en especial las unidades de cuidados intensivos, el Poder Ejecutivo debe tomar

acciones específicas para disminuir el aumento en la propagación del COVID-19.

Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42253-MOPT-S DEL 24 DE MARZO DE 

2020, DENOMINADO RESTRICCIÓN VEHICULAR EN HORARIO NOCTURNO PARA 

MITIGAR LOS EFECTOS DEL COVID-19  

ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

La presente reforma a la medida de restricción vehicular emitida en el Decreto Ejecutivo 

número 42253-MOPT-S del 24 de marzo de 2020, se realiza con el objetivo de fortalecer 

las acciones para mitigar la propagación y el daño a la salud pública ante los efectos del 

COVID-19. Asimismo, esta medida de ampliación se adopta como parte del estado de 

emergencia nacional declarado mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 

16 de marzo de 2020 y en procura del bienestar de todas las personas que radican en el 

territorio costarricense. 

ARTÍCULO 2°.-  Reforma al artículo 3°. 

Refórmese el artículo 3° del Decreto Ejecutivo número 42253-MOPT-S del 24 de marzo 

de 2020, a efectos de que se modifiquen las franjas horarias y consigne lo siguiente: 



“ARTÍCULO 3°.-Regulación horaria de la restricción vehicular nocturna. Durante 

los días lunes a viernes, inclusive, y en el período comprendido entre las 22:00 

horas y las 04:59 horas, no se permitirá el tránsito vehicular en todo el territorio 

nacional, salvo las excepciones contempladas en el artículo 4° del presente 

Decreto Ejecutivo. 

En el caso de los días sábado y domingo, inclusive, y en el período comprendido 
entre las 20:00 horas y las 04:59 horas, no se permitirá el tránsito vehicular en 
todo el territorio nacional, salvo las excepciones contempladas en el artículo 
4° de este Decreto Ejecutivo.” 

ARTÍCULO 3°.- Reforma al artículo 4°. 

Refórmese el artículo 4° del Decreto Ejecutivo número 42253-MOPT-S del 24 de marzo 

de 2020, para que se ajusten parcialmente los incisos consignados y en adelante se lean 

de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 4°.-Excepciones a la medida de restricción vehicular. Se exceptúa de 

la restricción vehicular establecida en el artículo 3° de este Decreto Ejecutivo, a 

los siguientes casos: 

a) Los vehículos de transporte de mercancía o carga. Para el caso de los

vehículos de carga liviana (CL), se deberá demostrar la naturaleza de su

actividad mediante la constancia o carta respectiva.

b) Los vehículos de transporte público destinados al transporte remunerado de

personas en cualquiera de sus modalidades (autobús, buseta, microbús, taxi,

servicio especial estable de taxi), el servicio especial de trabajadores y

turismo, que cuenten con placa de servicio público, así como taxi de carga

autorizado por el Consejo de Transporte Público que cuente con el respectivo

permiso al día. Todos los anteriores estarán sujetos a las disposiciones

especiales establecidas por el Consejo de Transporte Público para la atención

de la situación sanitaria por COVID-19 con ocasión del presente Decreto

Ejecutivo.

c) La persona del sector público o privado, con jornada laboral comprendida o

que coincida con alguna de las franjas horarias establecidas en el artículo 3°,

sea por ingreso, salida o necesidad de desplazamiento durante el horario

laboral, debidamente acreditada. Para el caso del ingreso o la salida de la

jornada laboral, la movilización podrá hacerse en vehículo particular,

motocicleta particular o en alguna de las modalidades consignadas en el

inciso b) del presente artículo, cualquiera de ellos debidamente demostrado.



d) Los vehículos que presten el servicio de abastecimiento de combustibles, de

recolección de basura, servicio de grúa o plataforma.

e) Los vehículos oficiales, de atención de emergencia, de los diferentes cuerpos

policiales para el ejercicio de sus labores respectivas, de soporte o

mantenimiento de operaciones o asistencia de servicios públicos, estos

últimos debidamente identificados.

f) Los vehículos del servicio de funeraria para la prestación exclusiva de dicha

actividad, vehículos para la prestación de servicios a domicilio o prestación

del servicio de vigilancia privada o transporte de valores, en este último se

incluye el soporte o asistencia técnica; todos debidamente demostrados.

g) Los vehículos particulares del personal de los servicios de emergencia, Cruz

Roja, Cuerpo de Bomberos de Costa Rica, Sistema de Emergencias 9-1-1 de

Costa Rica, CNE, CCSS, Ministerio de Salud, organismos internacionales, y de

aquellas instituciones que participen en la atención del estado de emergencia

nacional en torno al COVID-19 o para la atención de una emergencia propia

de sus labores, quienes deberán portar su respectivo uniforme o su carné

institucional de identificación.

h) Las personas jerarcas de los Supremos Poderes, para el ejercicio de sus

labores respectivas, debidamente identificados.

i) Los vehículos pertenecientes a las misiones internacionales, cuerpo

diplomático y cuerpo consular, para el ejercicio de sus labores respectivas,

debidamente acreditados.

j) El vehículo particular que, debido a una emergencia relacionada con la vida

o salud, requiera trasladarse a un establecimiento de salud o farmacéutico.

Así como con ocasión de una cita médica programada o para asistir a donar

sangre al Banco Nacional de Sangre o al hospital respectivo, en ambos casos

con el debido comprobante de la cita programada.

k) Los vehículos de personas con labores religiosas y sus colaboradores

estrictamente necesarios para la transmisión virtual de actividades religiosas

o para la atención de un acto religioso debido al fallecimiento de una

persona, debidamente demostrado.



l) Los vehículos conducidos o que transporten personas con discapacidad,

cuando dichos vehículos estén debidamente autorizados o se acredite la

discapacidad de la persona trasladada mediante la certificación de

discapacidad emitida por el CONAPDIS, la certificación de “invalidez” emitida

por la CCSS o la certificación de “incapacidad total permanente” emitida por

el INS.

m) Los vehículos de las personas que deban trasladarse estrictamente para

brindar soporte médico o cuido de personas en estado terminal, con

enfermedad grave o de asistencia a personas con discapacidad o personas

adultas mayores.

n) Los vehículos de las personas que requieran trasladarse estrictamente con

ocasión de una reservación a los hoteles, cabinas, establecimientos de

alojamiento habilitados por el Ministerio de Salud o cuando se trate de

hospedaje no tradicional e intermediación a través de plataformas digitales,

sea para el ingreso o salida, debidamente demostrado con el comprobante

de reservación correspondiente.

o) Los vehículos de alquiler -“rent a car”-, con el debido comprobante, así como

los vehículos que brinden asistencia con ocasión de dicho servicio.

p) Los vehículos de las personas que estrictamente requieran trasladarse al

Aeropuerto Internacional Juan Santamaría para salir del país o para recoger

a una persona que ingrese al territorio nacional bajo los vuelos habilitados

para tal efecto, debidamente demostrado con el tiquete de vuelo personal o

de la persona correspondiente que se vaya a recoger.

ARTÍCULO 4°.- Adición del Transitorio VII. 

Refórmese el Decreto Ejecutivo número 42253-MOPT-S del 24 de marzo de 2020, a 

efectos de que se adicione el Transitorio VII y en adelante se consigne lo siguiente: 

“Transitorio VII.- Durante el período comprendido del 31 de agosto al 30 de 

septiembre de 2020, toda constancia laboral o todo documento de comprobación 

de la excepción a la presente medida de restricción vehicular mantendrá su 

validez según el contenido del artículo 4 de este Decreto Ejecutivo que estuvo 

vigente con anterioridad al 31 de agosto de 2020.” 



ARTÍCULO 5°.- Vigencia. 

El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de las 00:00 horas del 31 de agosto de 2020. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los veintisiete días del mes de agosto 

de dos mil veinte. 

      CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza 
y el Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez Mata.—1 vez.—
Solicitud N° 28/08.—( D42577 - IN2020479855 ). 



N° 42579-MOPT-S 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 

Y EL MINISTRO DE SALUD

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 incisos 

3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 inciso

2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 2 de mayo

de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley

General de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 2 inciso b),

c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 08 de

noviembre de 1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso k) de

la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4

de octubre de 2012 y sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de

marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el

Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les

defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la

Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de

1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la

salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el

Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la

salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre

cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos

de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote de un nuevo



coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30 

de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan 

de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha 

provocado fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son 

una amplia familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el 

resfriado común hasta enfermedades más graves, como ocurre con el 

coronavirus causante del síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que 

ocasiona el síndrome respiratorio agudo severo y el que provoca el COVID-19. 

IV. Que en razón de lo anterior, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha

activado diversos protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria

internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo de

impacto en la población que reside en Costa Rica.

V. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han

aumentado los casos debidamente confirmados.

VI. Que el 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la situación

de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia

internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e

internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer

frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren

constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud

tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el

extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,

se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de

Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad

COVID-19.

VIII. Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se trata

de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento, traslado y

permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho derecho

fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de movilizarse en un

medio de transporte en particular. El núcleo duro de dicho derecho radica en

garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse libremente en el territorio

nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la opción de aplicar medidas



de restricción temporal para la conducción de un vehículo automotor durante un 

horario determinado sin que ello constituya un quebranto o amenaza a la libertad 

de tránsito. 

IX. Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012,

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las vías

públicas terrestres de Costa Rica.

X. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad

Vial, estipula que “El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la

circulación vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés

público, regional o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se

establezca reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a

través de la Ley número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de Tránsito

por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el artículo 95

bis, el cual consigna que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en todas las vías

públicas nacionales o cantonales del territorio nacional, restricciones a la

circulación vehicular por razones de emergencia nacional decretada

previamente. La restricción de circulación vehicular se señalará vía decreto

ejecutivo, indicando las áreas o zonas, días u horas y las excepciones en las cuales

se aplicará. (…)”.

XI. Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico

dispone como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la

Administración Pública y las personas administradas para el mejoramiento y

fortalecimiento de la función pública. En el presente caso, la restricción vehicular

es una acción derivada de ese régimen para atender y proteger un bien jurídico

preponderante como lo es la salud pública y con ello, el bienestar general, bajo

criterios objetivos, razonables y proporcionales.

XII. Que tal como lo ha venido haciendo periódicamente el Poder Ejecutivo, se

efectuó una nueva valoración objetiva y cuidadosa del contexto epidemiológico

actual por el COVID-19 en el territorio nacional, ante lo cual se ha determinado la

posibilidad de ampliar la suspensión temporal de la restricción vehicular diurna

emitida mediante el Decreto Ejecutivo número 42484-MOPT-S del 17 de julio de

2020; empero, en esta ocasión no solo para el caso de los cantones en alerta

naranja, sino también extender dicha decisión para el supuesto de la zona



fronteriza, de tal forma que no se aplique transitoriamente la medida de 

restricción vehicular con horario diferenciado. Es así como, se ha dispuesto que 

todo el territorio nacional se rija por los Decretos Ejecutivos número 42253-

MOPT-S del 24 de marzo de 2020 y 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020. Dicha 

determinación no implica un debilitamiento de las acciones sanitarias, sino que 

se trata de un esfuerzo de actualización y adaptación de las diferentes medidas 

de restricción vehicular con ocasión del escenario actual, por lo cual resulta viable 

la unificación sin afectar el objetivo de dichas medidas sanitarias. Es así como, el 

Poder Ejecutivo procura llevar a cabo actuaciones para el control de la presencia 

del COVID-19 en el país, resguardar la salud de la población y evitar la saturación 

de los servicios de salud, en especial, de las unidades de cuidados intensivos. 

Por tanto, 

DECRETAN 

SUSPENDER TEMPORALMENTE EL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42484-

MOPT-S DEL 17 DE JULIO DE 2020 DENOMINADO RESTRICCIÓN VEHICULAR CON 

FRANJA HORARIA DIFERENCIADA EN DETERMINADOS CANTONES DEL PAÍS ANTE EL 

ESTADO DE EMERGENCIA NACIONAL POR EL COVID-19 

ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

La presente medida respecto del Decreto Ejecutivo número 42484-MOPT-S del 17 de 

julio de 2020, se realiza con el objetivo de mejorar y armonizar las acciones para mitigar 

la propagación y el daño a la salud pública ante los efectos del COVID-19. Además, esta 

medida se adopta como parte del estado de emergencia nacional declarado mediante 

el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y en procura del 

bienestar de todas las personas que habitan en el territorio costarricense. 

ARTÍCULO 2°.- Suspensión temporal. 

Durante el período comprendido del 31 de agosto al 30 de septiembre de 2020, se 

suspende la aplicación del Decreto Ejecutivo número 42484-MOPT-S del 17 de julio de 

2020, en su totalidad por dicho lapso. 



ARTÍCULO 3°.- Aplicación de las normas correspondientes. 

Por el período de la suspensión establecido en el artículo anterior de este Decreto 

Ejecutivo, los cantones y distritos en alerta naranja, así como la zona fronteriza se 

regirán por las medidas de restricción vehicular dispuestas en los Decretos Ejecutivos 

número 42253-MOPT-S del 24 de marzo de 2020 y 42295-MOPT-S del 11 de abril de 

2020. 

ARTÍCULO 4°.- Rige. 

El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de las 00:00 horas del 31 de agosto de 2020. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los veintisiete días del mes de agosto 

de dos mil veinte. 

      CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza 
y el Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez Mata.—1 vez.—
Solicitud N° 28/08.—( D42579 - IN2020479857 ). 



42585-MGP-S 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA  

 Y EL MINISTRO DE SALUD

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 incisos 

3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 inciso 2)

acápite b) de la Ley General de la Administración Pública, Ley número 6227 del 2 de mayo 

de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley 

General de Salud, Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973; los artículos 2 inciso b), c) 

y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre 

de 1973; los artículos 2, 61 incisos 2) y 6), 63, 64 y 65 de la Ley General de Migración y 

Extranjería, Ley número 8764 del 19 de agosto de 2009; el Decreto Ejecutivo número 

42227-MP-S del 16 de marzo de 2020; y, 

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado

está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de

toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley 5395 del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la Ley Orgánica

del Ministerio de Salud N° 5412, del 08 de noviembre de 1973, regulan esa

obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la salud pública por

parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud. Particularmente, la

salud de la población es un bien de interés público tutelado por el Estado, y que las



leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la salud son de orden 

público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre cualesquiera otras 

disposiciones de igual validez formal. 

III. Que con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad

competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o

daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así como para

inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas

normas legales que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia

de salud, consagran la potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta

para dictar todas las medidas técnicas que sean necesarias para enfrentar y

resolver los estados de emergencia sanitarios.

IV. Que corresponde al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud, la

definición de la política nacional de salud, la formación, planificación y

coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a salud, así

como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Por

las funciones encomendadas al Ministerio de Salud y sus potestades policiales en

materia de salud pública, debe efectuar la vigilancia y evaluar la situación de  salud

de la población cuando esté en riesgo. Ello implica la facultad para obligar a las

personas a acatar las disposiciones normativas que emita para mantener el

bienestar común de la población y la preservación del orden público en materia de

salubridad.

V. Que las autoridades públicas están obligadas a aplicar el principio de precaución en

materia sanitaria en el sentido de que deben tomar las medidas preventivas que

fueren necesarias para evitar daños graves o irreparables a la salud de los

habitantes.



VI. Que el artículo 147 de la Ley General de Salud consigna que “Toda persona deberá

cumplir con las disposiciones legales o reglamentarias y las prácticas destinadas a

prevenir la aparición y propagación de enfermedades transmisibles. Queda

especialmente obligada a cumplir: (…) b) Las medidas preventivas que la autoridad

de salud ordene cuando se presente una enfermedad en forma esporádica,

endémica o epidémica. c) Las medidas preventivas que la autoridad sanitaria

ordene a fin de ubicar y controlar focos infecciosos, vehículos de transmisión,

huéspedes y vectores de enfermedades contagiosas o para proceder a la

destrucción de tales focos y vectores, según proceda. Asimismo, el ordinal 180 de

dicha Ley establece que “Las personas que deseen salir del país y vivan en áreas

infectadas por enfermedades transmisibles sujetas al reglamento internacional, o

que padezcan de éstas, podrán ser sometidas a las medidas de prevención que

procedan, incluida la inhibición de viajar por el tiempo que la autoridad sanitaria

determine”.

VII. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos

de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote de un nuevo

coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30

de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan

de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha provocado

fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son una amplia

familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el resfriado común

hasta enfermedades más graves, como ocurre con el coronavirus causante del

síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio

agudo severo y el que provoca el COVID-19.

VIII. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han



aumentado los casos debidamente confirmados. Posteriormente, el 08 de marzo 

de 2020, ante el aumento de casos confirmados, el Ministerio de Salud y la 

Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de  Emergencias 

determinaron la necesidad de elevar la alerta sanitaria vigente por el COVID-19 a 

alerta amarilla. 

IX. Que el 11 de marzo del 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la

situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia

internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e

internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer

frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren

constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud

tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el

extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

X. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,

se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio costarricense

debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-

19.

XI. Que de conformidad con los numerales 2, 61 incisos 2) y 6), 63 y 64 de la Ley

General de Migración y Extranjería, Ley número 8764 del 19 de agosto de 2009, el

Poder Ejecutivo tiene la facultad de imponer restricciones de ingreso a personas

extranjeras, por motivos de salud pública, y de no permitir su entrada al territorio

nacional.

XII. Que conforme al artículo 12 de la Ley General de Migración y Extranjería, la

Dirección General de Migración y Extranjería es el órgano del Ministerio de

Gobernación y Policía competente para ejecutar las funciones que indica dicha ley



y la política migratoria que dicte el Poder Ejecutivo. En ese mismo sentido, el 

artículo 13 de dicha Ley establece como una de las funciones de la Dirección 

General, en lo que interesa, la de impedir el ingreso de personas extranjeras 

cuando exista algún impedimento o incumplan los requisitos establecidos por el 

ordenamiento jurídico. 

XIII. Que conforme al artículo 15 de la Ley General de Migración y Extranjería, la Policía

Profesional de Migración y Extranjería es el cuerpo policial adscrito a la Dirección

General de Migración y Extranjería, competente para realizar el control migratorio

de ingreso y egreso de personas al territorio nacional. Particularmente, el numeral

18 inciso 18) dispone que este cuerpo policial tiene a su cargo “Ejecutar las

disposiciones del Poder Ejecutivo relativas a las restricciones de ingreso al país de

determinadas personas extranjeras o grupos extranjeros”.

XIV. Que de conformidad con la jurisprudencia constitucional, el Estado en el ejercicio

de su soberanía debe regular el ingreso y permanencia de las personas extranjeras

en el país. De forma que las personas extranjeras deberán acatar las normas

jurídicas emitidas sobre el ingreso y estancia temporal en el territorio nacional.

Específicamente, recae en el Poder Ejecutivo el ejercicio de dicha potestad

referente a las acciones migratorias con apego al ordenamiento jurídico y con el

apoyo de la Dirección General de Migración y Extranjería, así como con su cuerpo

policial (sentencias número 2006-2187 de las 14:31 horas del 22 de febrero de

2006, 2006-2880 de las 08:30 horas del 3 de marzo de 2006 y 2006-2979 de las

14:30 horas del 8 de marzo de 2006, entre otros).

XV. Que el Decreto Ejecutivo número 42238-MGP-S del 17 de marzo de 2020,

establece una restricción temporal de ingreso al territorio nacional, para personas

extranjeras bajo la categoría migratoria de No Residentes, subcategoría Turismo,

contemplada en el artículo 87 inciso 1) de la Ley General de Migración y

Extranjería, sea vía aérea, marítima, terrestre o fluvial.



XVI. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42256-MGP-S del 25 de marzo de

2020, se insta a las personas extranjeras que cuenten con una permanencia legal

autorizada bajo las categorías migratorias de Residencia Permanente, Residencia

Temporal, Categorías Especiales o No Residentes subcategoría Estancia,

establecidas en los artículos 78, 79, 87 inciso 2 y 94 de la Ley General de Migración

y Extranjería, respectivamente, a abstenerse de egresar del territorio nacional. Sin

embargo, si dichas personas deciden de manera voluntaria egresar del país entre

las 23:59 horas del día 25 de marzo y las 23:59 horas del 31 de agosto del año

2020, ambas fechas inclusive, se les impondrá un impedimento de ingreso

temporal, con fundamento en el artículo 61 incisos 2) y 6) de la Ley General de

Migración y Extranjería.

XVII. Que sin mérito de la acción supra citada, el Poder Ejecutivo estableció por medio

del Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S del 31 de julio de 2020 las medidas de

adaptación para el ingreso de personas extranjeras al territorio nacional vía aérea

en el marco de la emergencia nacional sanitaria por el COVID-19. No obstante, a

raíz de la valoración constante que realiza el Poder Ejecutivo, se ha determinado la

viabilidad de adaptar la medida referida para permitir el ingreso de las personas

extranjeras al territorio nacional vía marítima para el caso específico de los yates y

veleros. Ante tal decisión, deviene necesario ajustar el contenido de la regulación

para su puesta en práctica para la nueva vía de ingreso autorizada, en todos los

términos necesarios.

XVIII. Que como parte del análisis efectuado por el Ministerio de Salud para establecer la

lista de países habilitados como puntos de procedencia para ingreso de personas

extranjeras al territorio nacional, según el artículo 3 del Decreto Ejecutivo número



42513-MGP-S, ha avalado técnicamente como punto de procedencia a 

determinados territorios de los Estados Unidos de América. Con la finalidad de 

resguardar el espíritu de las medidas sanitarias adoptadas en la norma de cita, el 

Poder Ejecutivo estima pertinente disponer de forma temporal que las personas 

extranjeras que provengan de los territorios habilitados de Los Estados Unidos de 

América para ingresar al país bajo la categoría migratoria de No Residentes 

subcategorías Turismo deberán presentar un documento oficial que permita 

validar la residencia de la persona interesada en el territorio habilitado, sea la 

licencia de conducir o el documento de identificación emitido por el estado de 

residencia.  

XIX. Que las adaptaciones de las medidas referidas se llevan a cabo sin descuidar la

seguridad de las acciones sanitarias en materia migratoria que se han dictado para

la atención del estado de emergencia nacional por COVID-19, así como el debido

cumplimiento de las condiciones fijadas en el Decreto Ejecutivo número 42513-

MGP-S como el resguardar la salud pública y el bienestar común.

Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA A LOS DECRETOS EJECUTIVOS NÚMERO 42238-MGP-S DEL 17 DE MARZO DE 

2020, 42556-MGP-S DEL 25 DE MARZO DE 2020 Y  42513-MGP-S DEL 31 DE JULIO DE 

2020 

ARTÍCULO 1°.- Refórmese el título del Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S del 31 de 

julio de 2020, para que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“MEDIDAS DE ADAPTACIÓN PARA EL INGRESO DE PERSONAS EXTRANJERAS AL 

TERRITORIO NACIONAL VÍA AÉREA O MARÍTIMA BAJO LOS SUPUESTOS 

PERMITIDOS EN EL MARCO DE LA EMERGENCIA NACIONAL SANITARIA POR COVID-

19” 



ARTÍCULO 2°.- Refórmese el artículo 1° del Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S del 31 

de julio de 2020, para que se consigne la frase “o marítima mediante yate o velero” y en 

adelante se lea de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 1°.-Con apego a los artículos 61 incisos 2) y 6) y 63 de la Ley General de 

Migración y Extranjería, Ley número 8764 del 19 de agosto de 2009, se permitirá el 

ingreso al territorio nacional de las personas extranjeras bajo la categoría 

migratoria de No Residentes, subcategorías Turismo únicamente vía aérea o 

marítima mediante yate o velero para fines exclusivamente turísticos, bajo el 

debido cumplimiento y verificación por parte de las autoridades competentes de las 

condiciones establecidas en el presente Decreto Ejecutivo.” 

ARTÍCULO 3°.- Refórmese el artículo 2° del Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S del 31 

de julio de 2020, para que se agregue un párrafo segundo y en adelante se consigne lo 

siguiente: 

“ARTÍCULO 2°.- (…) 

Para el ingreso de los yates y veleros que transportan personas con ocasión de la 

presente medida, deberán ingresar y atracar en el territorio nacional a través de las 

marinas autorizadas para los efectos de la presente medida.” 

ARTÍCULO 4°.- Refórmese el artículo 3° del Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S del 31 

de julio de 2020, para que se ajuste la redacción del primer párrafo y se lea de la siguiente 

manera: 



“ARTÍCULO 3°.-En virtud de lo dispuesto en el artículo 1° del presente Decreto 

Ejecutivo, solamente se permitirá el ingreso en el caso de la vía aérea de las 

personas extranjeras que provengan de los países autorizados por el Ministerio de 

Salud, bajo el criterio y análisis técnico que realizará periódicamente como 

autoridad rectora sanitaria. (…)” 

ARTÍCULO 5°.- Refórmese el artículo 4° del Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S del 31 

de julio de 2020, para que se agregue al primer párrafo la frase “o marítima en yate o 

velero”, se ajuste la redacción de los incisos a), b), c) y d), así como para que se adicionen 

los inciso e) y f), de tal manera que en adelante se consigne lo siguiente: 

“ARTÍCULO 4°.- Con ocasión de la presente medida, la persona extranjera que opte 

por viajar vía aérea o marírima en yate o velero hacia Costa Rica bajo la categoría 

migratoria de No Residentes subcategorías Turismo además de cumplir con los 

requisitos migratorios establecidos por la Ley General de Migración y Extranjería y 

sus reglamentos para dicha categoría migratoria, necesariamente deberá cumplr 

con las siguientes condiciones necesariamente para que pueda ser autorizado su 

ingreso al país: 

a) Antes de abordar el vuelo o iniciar el viaje hacia Costa Rica, deberá contar con un

seguro de viaje que cubra al menos los gastos de alojamiento y gastos médicos 

generados por la enfermedad COVID-19, ofrecido por alguna de las aseguradoras 

autorizadas por la Superintendencia General de Seguros en Costa Rica y 

debidamente registrado ante dicha autoridad; o bien deberá contar con un seguro 

vigente con cobertura internacional que cubra gastos médicos generados por la 

enfermedad COVID-19, gastos médicos mínimos equivalentes a los costos de 

internamiento en un hospital por el tiempo que requiera dicho internamiento y un 

mínimo de cobertura de 14 días por gasto de hospedaje, bajo los términos que se 

indicarán en el artículo 7° de este Decreto Ejecutivo. En caso de que el seguro con 

cobertura internacional no cumpla con alguno de dichos requisitos, la persona 



extranjera deberá adquirir un seguro de viaje ofrecido por alguna de las 

aseguradoras autorizadas por la Superintendencia General de Seguros en Costa 

Rica y debidamente registrado por dicha autoridad. 

b) Completar el formulario denominado Pase de Salud, generado por el Ministerio

de Salud. Para el caso de la persona extranjera que opte por viajar vía aérea, 

deberá cumplir con este requerimiento antes de abordar el avión de su vuelo 

correspondiente.  

c) Para el caso de la persona extranjera que opte por viajar vía aérea, deberá

contar con la prueba negativa de COVID-19 obtenida a través de la prueba 

denominada PCR-RT, en los términos establecidos por el Ministerio de Salud. 

d) Para el caso de la persona extranjera que opte por viajar vía aérea, deberá

provenir de un país autorizado por el Ministerio de Salud, de conformidad con el 

artículo 3° del presente Decreto Ejecutivo y demostrar que ha permanecido al 

menos durante el plazo de 14 días en el país de procedencia autorizado por el 

Ministerio de Salud antes del arribo de su viaje a Costa Rica. 

e) Para el caso de las personas extranjeras provenientes de los territorios

habilitados de los Estados Unidos de América que opten por viajar vía aérea, 

deberán demostrar su residencia en dicho territorio mediante la licencia de 

conducir o el documento de identificación emitido por el estado de residencia. Para 

el cumplimiento de lo anterior, deberán aportar una fotografía de alguno de dichos 

documentos al formulario denominado Pase de Salud 

f) Para el caso de las personas que opten por viajar vía marítima deberán aportar el

documento de zarpe internacional de embarcaciones, a efectos de determinar el 

país de procedente y la fecha del último zarpe. 

Dichas personas deberán acatar las medidas sanitarias dictadas por el Ministerio 

de Salud para la atención del COVID-19; sin embargo, no se aplicará la emisión de 

la orden sanitaria de aislamiento para el caso de la persona extranjera que opte 

por viajar vía aérea.” 



ARTÍCULO 6°.- Agréguese un artículo 4 ter al Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S del 

31 de julio de 2020, para que en adelante se consigne lo siguiente: 

ARTÍCULO 4° TER.- Para el caso de las personas extranjeras que pretendan optar 

por la categoría migratoria de No Residentes, subcategoría Turismo vía marítima 

mediante yate o velero, así como para los casos regulados en los artículos 8 y 8 bis 

del presente Decreto Ejecutivo, deberán cumplir con la orden sanitaria de 

aislamiento por el plazo de 14 días.  

La Dirección General de Migración y Extranjería, como autoridad designada y 

facultada para ejercer el control migratorio en los puertos marítimos del país, 

emitirá la orden sanitaria de aislamiento correspondiente según la fecha del último 

zarpe demostrada mediante la presentación del documento de zarpe internacional 

de embarcaciones, a efectos de contabilizar la cantidad de días necesarios para que 

se complete y se cumpla con el plazo total de 14 de días de aislamiento.  

En caso de que la persona extranjera haya originado su viaje desde un país 

habilitado en los términos del artículo 3° del presente Decreto Ejecutivo y no ha 

haya realizado escala en otro sitio, no se aplicará orden sanitaria de aislamiento.”  

ARTÍCULO 7°.- Refórmese el artículo 7 del Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S del 31 

de julio de 2020, para que se ajuste la redacción del párrafo tercero y en adelante se 

consigne lo siguiente: 

“ARTÍCULO 7°.- (…) 

Como parte de la función anterior y para el caso de los seguros con cobertura 

internacional, el Instituto Costarricense de Turismo se encargará de verificar el 



cumplimiento de las condiciones mínimas establecidas en el inciso a) del artículo 4 

del presente Decreto Ejecutivo. Además, verificará lo dispuesto en el inciso e) del 

artículo 4. Para ello, deberá establecer y coordinar un mecanismo de verificación 

que asegure la debida constatación de los respectivos requerimientos; además 

deberá difundir dicho mecanismo, según corresponda, para el conocimiento de las 

personas extranjeras.” 

ARTÍCULO 8°.- Refórmese el artículo 8° del Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S del 31 

de julio de 2020, para que se agregue al párrafo primero la frase “o marítima mediante 

yate o velero”, siendo que el resto del contenido del artículo se mantiene invariable, de tal 

forma que se lea lo siguiente: 

“ARTÍCULO 8°.- Para el caso de las personas costarricenses que regresen al país vía 

aérea o marítima mediante yate o velero, se mantendrá lo dispuesto en el artículo 

4° del Decreto Ejecutivo número 42238-MGP-S del 17 de marzo de 2020, en cuanto 

al deber de acatar las medidas dictadas por el Ministerio de Salud para la atención 

del COVID-19 y el cumplimiento de la orden sanitaria de aislamiento según 

corresponda. Dichas personas deberán presentar el formulario denominado Pase 

de Salud completo, para el control sanitario respectivo en el momento de su 

ingreso al país. (…)”  

ARTÍCULO 9°.- Refórmese el artículo 8° bis del Decreto Ejecutivo número 42513-MGP-S 

del 31 de julio de 2020, para que se agregue al párrafo primero la frase “o marítima 

mediante yate o velero”, siendo que el resto del contenido del artículo se mantiene 

invariable, de tal forma que se lea lo siguiente: 

“ARTÍCULO 8° BIS.- Para el caso de las personas extranjeras que cuenten con una 

permanencia legal autorizada bajo las categorías migratorias de Residencia 

Permanente, Residencia Temporal, Categorías Especiales o No Residentes 

subcategoría Estancia y que pretendan ingresar al país vía aérea o marítima 

mediante yate o velero, deberán cumplir necesariamente las siguientes condiciones 

para que pueda autorizarse su ingreso al país (…)” 



ARTÍCULO 10°.- Refórmese el Decreto Ejecutivo número 42238-MGP-S del 17 de marzo de 

2020, para que se ajuste la redacción del párrafo primero del artículo 2° y el artículo 6°, de 

tal forma que en adelante se lean de la siguiente manera: 

"ARTÍCULO 2°.-De conformidad con el artículo 63 de la Ley General de Migración y 

Extranjería, Ley número 8764 del 19 de agosto de 2009, y el estado de emergencia 

nacional declarado mediante Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de 

marzo del 2020, se restringe de manera temporal el ingreso al territorio nacional de 

las personas extranjeras bajo la categoría migratoria de No Residentes, 

subcategorías Turismo y Personal de Medios de Transporte Internacional de 

Mercancías, contempladas en el artículo 87 incisos 1) y 5) de la Ley General de 

Migración y Extranjería, sea vía marítima a excepción de los yates o veleros, 

terrestre o fluvial, salvo las excepciones que se indican en el artículo siguiente. 

(…) 

ARTICULO 6°.-La medida de restricción para el ingreso al país, consignada en el 

artículo 2° de este Decreto Ejecutivo, se dará a partir de las 23:59 horas del 

miércoles 18 de marzo a las 23:59 horas del miércoles 30  de septiembre de 2020. 

Esta restricción se aplicará en todo puesto migratorio habilitado para el ingreso de 

personas, sea aéreo, terrestre, fluvial o marítima salvo para el caso de los yates o 

veleros. La vigencia de la presente medida será revisada y analizada por el Poder 

Ejecutivo de conformidad con el comportamiento epidemiológico del COVID-19." 

ARTÍCULO 11°.-. Refórmese el Decreto Ejecutivo número 42256-MGP-S del 25 de marzo 

de 2020, para se ajuste el párrafo tercero del artículo 2°, así como los párrafos primero y 

segundo del artículo 5°, de tal forma que en adelante se lean de la siguiente manera:  



“ARTÍCULO 2°.- (…) 

Se exceptúa de esta medida de restricción a las personas extranjeras que cuenten 

con una permanencia legal autorizada bajo las categorías migratorias de 

Residencia Permanente y Residencia Temporal que hayan egresado del país 

después del 25 de marzo de 2020 y que requieran regresar al territorio nacional 

únicamente por vía aérea a partir del 1 de agosto de 2020, o vía marítima en yate o 

veleros a partir del 1 de septiembre de 2020; asimismo, quedan excluidas las 

personas que conduzcan medios de transporte internacional terrestre, marítimo 

aérea o fluvial de mercancías o cargas, sujetas al cumplimiento de los lineamientos 

sanitarios emitidos por el Ministerio de Salud para prevenir el COVID-19. 

(…) 

ARTÍCULO 5°.-Las medidas de restricción establecidas en el artículo 2 del presente 

Decreto Ejecutivo, así como las acciones sanitarias que girará el Ministerio de Salud 

en ese sentido, se aplicarán a las personas extranjeras que cuenten con una 

permanencia legal autorizada bajo las categorías migratorias de Residencia 

Permanente, Residencia Temporal, Categorías Especiales o No Residentes 

subcategoría Estancia, que egresen del país entre las 23:59 horas del día 25 de 

marzo y las 23:59 horas del 30 de septiembre del año 2020, ambas fechas inclusive. 

Esta restricción se aplicará en todo puesto migratorio habilitado para el ingreso de 

personas vía terrestre, fluvial o marítima salvo para el caso de los yates o veleros. 

La vigencia de la presente medida será revisada y actualizada de conformidad con 

el comportamiento epidemiológico del COVID-19.” 

ARTÍCULO 12°.-. El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de las 00:00 horas del 1 de 

septiembre de 2020. 

Dado en la Presidencia de la República. San José a los veintiocho del mes de agosto de dos 

mil veinte. 

      CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Gobernación y Policía, Michael 
Soto Rojas y el Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza .—1 vez.—Solicitud N° 28/01.—
( D42585 - IN2020479862 ). 



28 de agosto de 2020.    

Oficio ACA 1-20-444 (74) 

Señor 
Mario Rodríguez Vargas  
Director Ejecutivo 
Consejo Nacional de Vialidad 

SESIÓN ORDINARIA DE FECHA  27 DE AGOSTO DE 2020. 

REF: ACTA  62-2020  

Nos permitimos hacer de su conocimiento que el Consejo de Administración, según consta en el Acta de la 
Sesión citada en la referencia, acordó: 

Atención de imprevisibilidades: 

ACUERDO 2. Se suspende de su aplicación, por el plazo de 10 días hábiles, el "Reglamento para la atención 
de situaciones imprevisibles y el procedimiento de contratación aplicable", aprobado por este Consejo 
de Administración en la Sesión Ordinaria No. 34-2020 de fecha 18 de mayo de 2020 y publicado en el Diario 
Oficial La Gaceta No. 152 (Alcance No. 156) de fecha 25 de junio de 2020. El presente acuerdo rige a partir 
de su publicación. ACUERDO FIRME.  

DOCUMENTOS VARIOS

OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES

CONSEJO NACIONAL DE VIALIDAD

     Consejo de Administración.—Magally Mora Solís, Secretaria de Actas.—1 vez.—Solicitud 
N° 217724.—( IN2020479726 ).

http://www.conavi.go.cr/
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